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SENTENCIA 

 
 
  En San Juan, Puerto Rico a 31 de agosto de 2016. 

  Compareció ante este Tribunal el señor Gustavo Ocaña Cruz 

(peticionario o parte peticionaria) mediante recurso de Certiorari.1 Nos 

solicita que dejemos sin efecto la resolución emitida por el Tribunal de 

Primera Instancia, Sala de Arecibo (TPI, el foro de instancia o foro 

primario),  el 16 de junio de 2016, notificada a las partes el día 23 de igual 

mes y año.  El peticionario indica que en el referido dictamen el TPI  

declaró no ha lugar una solicitud de relevo por nulidad de sentencia por 

falta de jurisdicción sobre la persona. 

 En vista de que el dictamen aquí recurrido constituye realmente 

una Resolución post sentencia, lo acogemos como un recurso de  

certiorari, sin embargo ya que el mismo se presentó prematuramente, se 

desestima el presente recurso por falta de jurisdicción.2 

                                                 
1
 La parte peticionaria presentó un escrito titulado Escrito de Apelación y/o Certiorari.  

2
 La vigente Regla 52.1 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 52.1,  no es extensiva 

a asuntos post sentencia, toda vez que el único recurso disponible para revisar cualquier 
determinación posterior a dictarse una sentencia es el certiorari. De imponerse las 
limitaciones de la Regla 52.1, supra, a la revisión de dictámenes post sentencia, 
inevitablemente quedarían sin posibilidad alguna de revisión apelativa. Por consiguiente, 
para determinar si procede la expedición de un recurso de certiorari en el que se recurre 
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I. 

 Conforme surge del expediente ante nuestra consideración y con el 

beneficio de los autos originales del foro primario,  los hechos e incidentes 

procesales esenciales y pertinentes que debemos tomar en cuenta para 

disponer del recurso son los siguientes:  

 El 12 de abril de 2013, Operating Partners Co. LLC. como agente 

de PR Acquisitions LLC (Operating Partners), presentó demanda en cobro 

de dinero a tenor con la Regla 60 de Procedimiento Civil de 2009 contra 

Gustavo Ocaña Cruz, Fulana de tal y la Sociedad Legal de Gananciales 

compuesta por ambos (en conjunto parte demandada). En dicha 

demanda Operating Partners reclamó una deuda ascendente a 

$10,656.23 incluyendo intereses, por el uso de una tarjeta de crédito. 

Emitida por el  foro primario la correspondiente notificación para la vista a 

celebrarse el 21 de mayo de 2013, la parte demandada no compareció a 

la misma. Surge de la minuta que el TPI hizo constar que las 

notificaciones no fueron devueltas por el servicio postal, por lo que se 

presumía que fueron recibidas, por lo que se le anotó la rebeldía y se 

llevó a cabo la vista.3 En dicha vista se concedió 20 días a Operating 

Partners para presentar evidencia del envío por correo certificado con 

acuse de recibo del requerimiento de pago por el deudor.4  El día 27 de 

junio de 2013, Operating Partners sometió Moción en Cumplimiento de 

Orden, sometiendo copia del requerimiento de pago.5 Siendo así, el foro 

de instancia el 1 de julio de 2013 emitió sentencia6 en cuanto al 

peticionario Gustavo Ocaña Cruz.7 Se desestimó la demanda en cuanto a 

Fulana de tal y a la Sociedad Legal de Gananciales compuesto por 

                                                                                                                                     
de alguna determinación post sentencia, debemos acudir a lo dispuesto por la Regla 40 
del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40. 
3
 Autos originales del TPI, Apéndice Recurso, pág. 15 

4
 La Ley de Agencias de Cobro, Ley Núm. 143 del 27 de junio de 1968, dispone en su 

Artículo 17, inciso 13:    Ninguna agencia de cobros podrá […] radicar acción judicial en 
cobro de dinero sin antes haber requerido por escrito al deudor para que pague lo 
adeudado por correo certificado con acuse de recibo. Ningún tribunal podrá asumir 
jurisdicción en una acción de cobro de dinero tramitada por una agencia de cobro sin 
que se alegue y se pruebe el cumplimiento de este requisito, 10 LPRA 981p (13). 
5
 Autos Originales del TPI 

6
 Apéndice Recurso, Anejo 2 págs. 4-6 

7
 Se condenó al peticionario al pago de $10,656.23, al interés legal al 4.25% desde la 

fecha en que se dicta la sentencia. Se impuso la cantidad de $1.065.62 por concepto de 
honorarios de abogados. 
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Gustavo Ocaña y Fulana de Tal. Dicha sentencia se  le notificó al señor 

Gustavo Ocaña a su dirección de récord. Posteriormente a petición de 

parte, el 6 de noviembre de 2013, TPI emitió Orden y Mandamiento de 

Embargo sobre Bienes Muebles.8  Durante al 2014, no consta en los 

autos que haya habido algún movimiento en el caso.9 

 No es hasta el 15 de julio de 2015 que Operating Partners presentó 

Moción Urgente de Sustitución de Parte, informando que Midland Funding 

LLC, era la actual tenedora y dueña de la cuenta reclamada en el caso, 

por lo que solicitaba la correspondiente sustitución de parte. Indicó que 

Operating Partners continuaría compareciendo como agente de Midland 

Funding LLC. (recurrida o parte recurrida). El 17 de julio de 2014 

mediante orden, notificada el 22 de julio de 2014, el TPI acepta la 

sustitución de parte. Durante al 2015, no consta en los autos que haya 

habido algún movimiento en el caso.10 

 Operating Partners presentó el 3 de marzo de 2016, Moción sobre 

sustitución de parte y en solicitud de designación de depositario. En dicha 

moción se informó que Midland Funding, LLC, cesó su relación 

contractual con Operating Partners por lo que lo sustituyó por Midland 

Credit Management Puerto Rico, LLC (Midland Credit).  El foro  primario 

ordenó la sustitución de parte y emitió nueva orden  y mandamiento de 

embargo el 9 de marzo de 2016.11  

 El 29 de marzo de 2016, por primera vez el peticionario presenta 

Moción asumiendo representación legal sin someterse a la jurisdicción y 

en solicitud de reconsideración.12 En dicho escrito, indicó que la parte 

peticionaria no fue notificada conforme a la Regla 60 de Procedimiento 

Civil y que no se cumplió con el requerimiento de pago que requiere la 

Ley de agencias de cobro, supra por lo que la sentencia dictada es nula. 

Además indicó que de los autos surgían tres sobres devueltos con fechas 

de 8 de julio de 2013, 11 de octubre de 2013 y 22 de julio de 2014. El TPI 

                                                 
8
 Autos Originales del TPI 

9
 Id. 

10
 Id. 

11
 Id, Apéndice Recurso, pág. 7  

12
 Apéndice Recurso, págs. 11-12  
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ordenó a la parte recurrida a exponer su posición sobre el relevo de 

sentencia solicitado. No obstante ello, el 29 de marzo de 2016, la parte 

peticionaria presenta Moción sin someterse a la jurisdicción aclarando 

escrito presentado. En dicho escrito indicó que la reconsideración 

sometida se refería a la orden emitida el 4 de marzo de 2016 notificada el 

9 del mismo mes y año; y que en cuanto a  la sentencia se solicitaba el 

relevo de la misma.13 El foro primario determinó no ha lugar a la 

reconsideración ya que la orden del 9 de marzo de 2016 solo se refería a 

la sustitución de parte.14 La parte recurrida presentó Moción en Oposición 

a solicitud de Reconsideración donde se opuso al relevo de sentencia. 15 

 El Foro de Instancia el 16 de marzo de 2016 notificada el 19 de 

marzo de 2016 emitió resolución que dispuso: 

 Atendida la Reconsideración de la parte demandada 

sobre Sentencia y Oposición, Académico. Véase Orden 

del 7 de abril de 2016, la Sentencia está intacta; la orden 

del 9 de marzo fue determinar sustitución de parte y la 

Moción de Reconsideración a Sentencia reiteramos fue 

declarada No Ha Lugar.16 

 

 Posteriormente, ante la presentación por la parte peticionaria de un 

escrito titulado Réplica sin someterse a la jurisdicción a Moción en 

Oposición a Reconsideración, o en la alternativa, Reconsideración sin 

someterse a la jurisdicción de resolución de 16 de marzo de 2016  y 

escrito por la parte recurrida titulado Moción en Oposición a Réplica sin 

someterse a la Jurisdicción, el TPI dispuso por resolución17 el 16 de junio 

de 2016, notificada el día 23 del mismo mes y año lo siguiente: 

Atendida la Réplica a Moción en Oposición a 

Reconsideración como una segunda reconsideración del 

demandado y la Oposición a Réplica del demandante, el 

Tribunal por segunda ocasión decreta la segunda 

reconsideración del demandado NO HA LUGAR. Véase 

Orden del 7 de abril de 2016. La sentencia del 1ero de 

julio de 2013 está intacta. Véase Resolución  del 16 de 

mayo de 2016. Siendo esta la segunda reconsideración 

atendida, no se atenderá una tercera. De la parte 

                                                 
13

 Apéndice Recurso, págs. 13-14 
14

 Apéndice Recurso. pág. 20  
15

 Apéndice Recurso, págs. 21-40  
16

 Apéndice Recurso, págs. 41-42  
17

 Apéndice Recurso, págs. 1-3 
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demandada no estar de acuerdo se le exhorta apelar la 

determinación del Tribunal para salvaguardar derechos.18 

 

 Inconforme con tal dictamen, el peticionario instó el recurso que 

nos ocupa y señaló la comisión del siguiente error por el TPI:  

 1. ERRÓ EL TRIBUNAL DE PRIMERA 
INSTANCIA AL DECLARAR NO HA LUGAR EL RELEVO 
DE SENTENCIA SOLICITADO POR FALTA DE 
JURISDICCIÓN DEBIDO A QUE LA PARTE 
DEMANDANTE NO CUMPLIÓ CON EL 
REQUERIMIENTO PREVIO CON [SIC] EL ENVÍO POR 
CORREO CERTIFICADO CON ACUSE DE RECIBO 
CONFORME AL ESTADO DE DERECHO VIGENTE.  
   

II. 

A. Falta de jurisdicción ante un recurso prematuro 
 
En múltiples ocasiones el más Alto Foro ha dispuesto que en 

primer orden, corresponde a los tribunales ser celosos guardianes de 

su jurisdicción. Vázquez v. A.R.P.E., 128 DPR 513, 537 (1991); 

Martínez v. Junta de Planificación, 109 DPR 839, 842 (1980); 

Maldonado v. Pichardo, 104 DPR 778, 782 (1976). Las cuestiones 

relativas a la jurisdicción, por ser privilegiadas, deben ser resueltas con 

preferencia a cualesquiera otras. S.L.G. Szendrey-Ramos v. F. Castillo, 

169 DPR 873, 882 (2007); Morán Ríos v. Martí Bardisona, 165 DPR 

356, 364 (2005); Vega et al. v. Telefónica, 156 DPR 584, 595 (2002).  

Un recurso prematuro es aquel presentado en la secretaría de un 

tribunal apelativo antes de que éste tenga jurisdicción. Hernández v. 

Marxuach Const. Co., 142 DPR 492 (1997).  Un recurso prematuro, al 

igual que uno tardío, adolece del grave e insubsanable defecto de 

privar de jurisdicción al tribunal al cual se recurre.  Juliá et al. v. 

Epifanio Vidal, S.E., 153 DPR 357 (2001); Rodríguez Díaz v. Zegarra, 

150 DPR 649 (2000).  Su presentación carece de eficacia y no produce 

ningún efecto jurídico, pues en el momento de su presentación no ha 

                                                 
18

 Aunque no es pertinente para resolver la controversia  ante nos, reiteramos que la 
Regla 47 de Procedimiento Civil de 2009, solo permite la presentación de una sola 
reconsideración por la parte afectada por una orden o resolución ya que el término de 15 
días para presentar la misma es de cumplimiento estricto , lo cual solo puede  ser 
eximido por justa causa. Los términos de cumplimiento estricto no le conceden 
discreción a los tribunales para autorizar prórrogas de manera automática.  S.L.G. 
Szendrey-Ramos v. F. Castillo, 169 DPR 873 (2007). 
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habido autoridad judicial o administrativa para acogerlo.  Juliá et al. v. 

Epifanio Vidal, S.E., supra; Rodríguez Díaz v. Zegarra, supra.     

Los tribunales no tienen discreción para asumir jurisdicción donde 

no la hay.  Martínez v. Junta de Planificación, supra; Maldonado v. 

Pichardo, supra.  La falta de jurisdicción no puede ser subsanada, ni el 

tribunal puede arrogarse la jurisdicción que no tiene.  Maldonado v. 

Junta de Planificación, 171 DPR 46 (2007).  Incluso aunque las partes 

no lo planteen, un tribunal viene obligado a velar por su 

jurisdicción.  Lagares Pérez v. E.L.A., 144 DPR 601 (1997); Vázquez v. 

A.R.P.E., 128 DPR 513 (1991); Sociedad de Gananciales v. Autoridad 

de Fuentes Fluviales, 108 DPR 644 (1979).     

Es decir, un recurso prematuro le impide al tribunal entrar en sus 

méritos puesto que, en tales circunstancias,  carece de jurisdicción. 

Juliá et al. v. Epifanio Vidal, S.E., supra.  Una vez el tribunal determina 

que no tiene jurisdicción, procede la desestimación del caso. Regla 

10.8(c) de Procedimiento Civil de 2009, 32 LPRA Ap. V; Freire v. Vista 

Rent, 169 DPR 418 (2006). 

Cónsono con lo anterior, el Tribunal de Apelaciones puede 

desestimar motu proprio un recurso de apelación por falta de 

jurisdicción.  Regla 83 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 

LPRA Ap. XXII-B.     

Así también, es norma reiterada que el perfeccionamiento 

adecuado de los recursos ante este Tribunal debe observarse 

rigurosamente. Hernández Maldonado v. Taco Maker, 181 DPR 281, 

290 (2011); García Ramis v. Serrallés, 171 DPR 250, 253 (2007); 

Arriaga v. F.S.E., 145 DPR 122, 129-130 (1998). 

B. Notificación de las  Sentencias, Resoluciones y Órdenes 
Judiciales 

 
Como se sabe, nuestro estado de derecho exige que todas las 

partes en el litigio sean notificadas adecuadamente de las sentencias, 

resoluciones y órdenes judiciales. (Véase Regla 46 y 65.3(a) de las de 

Procedimiento Civil de Puerto Rico de 2009, 32 LPRA, Ap. V, ed. 2010).  
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La importancia de la notificación de las determinaciones de los 

tribunales estriba en que, hasta que este trámite no se consuma, la 

misma no surtirá efecto alguno y los términos para los 

procedimientos post sentencia no comenzarán a transcurrir.  Así lo 

ha reiterado nuestra jurisprudencia.  Plan Salud Unión v. Seaboard Sur. 

Co, 182 DPR 714, 722-724, (2011); Dávila Pollock et als. v. R.F. 

Mortgage, 182 DPR 86, 94 (2011);  Maldonado v. Junta Planificación, 

171 DPR 46, 57-58 (2007); Caro v. Cardona, 158 DPR 592, 599 

(2003).  Además, se ha expresado que adjudicarle efectos procesales 

a una determinación judicial no notificada trastocaría el andamiaje 

procesal y socavaría los cimientos del debido proceso de ley.  Caro 

v. Cardona,  supra.  Por consiguiente, es a partir de la notificación de la 

sentencia, resolución u orden que comienzan a transcurrir los términos 

del recurso de revisión correspondiente.     

III. 

 Según se desprende del análisis efectuado de los autos originales 

del presente caso, la sentencia emitida en el 2013 nunca ha sido 

debidamente notificada a la parte peticionaria. En la Moción presentada 

por el peticionario el 29 de marzo de 2016, indicó que en los autos 

existían tres sobres devueltos con fechas de 8 de julio de 2013, 11 de 

octubre de 2013 y 22 de julio de 2014. 

 Verificado por este foro dichos sobres, nos hemos percatado que  

la notificación de la sentencia emitida el 8 de julio de 2013, fue devuelta 

por el servicio postal el 16 de septiembre de 2013 con una nota que 

indicaba: 

Return to sender 

Attempted- not Know 

Unable to Forward 

 
Siendo así, hasta que no se notifique adecuadamente la  

sentencia, la misma no surtirá efecto alguno y los términos para los 

procedimientos post sentencia no comenzarán a transcurrir, por lo que 

todo lo actuado posterior a la sentencia dictada y no notificada es 
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inoficioso. Siempre ha sido considerada la notificación  adecuada de la 

sentencia como una condición indispensable dentro del proceso judicial. 

Rodríguez Mora v. García Lloréns, 147 DPR 305 (1998). Si la sentencia 

no le es notificada a una parte, el término para pedir reconsideración o 

para recurrir nunca comenzaría a decursar. Sucesión Faría v. Pan 

American Grain Mfg. Co., 147 DPR 33 (1998). Es decir, hasta que el 

foro primario notifique al peticionario la sentencia emitida el 8 de 

julio de 2013, no comenzarán a decursar término alguno sobre los 

remedios post sentencia.  

En tales situaciones sólo contamos con facultad para declarar la 

ausencia de jurisdicción y no entrar en los méritos del recurso. Véase, 

Regla 83 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, supra; S.L.G. 

Szendrey v. F. Castillo, supra; Morán Ríos v. Martí Bardisona, 165 DPR 

356, 364 (2005); Juliá et al. v. Epifanio Vidal S.E., 153 DPR 357, 366-

367 (2001); Vázquez v. A.R.P.E., 128 DPR 513, 537 (1991).   

IV. 

 Por los fundamentos antes expuestos, se DESESTIMA el presente 

recurso por falta jurisdicción. 

 Lo acordó el Tribunal y certifica la Secretaria del Tribunal de 

Apelaciones. 

 

Lcda. Dimarie Alicea Lozada 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


